
EMPRESA DE ALBERTO  BARRANCO. Noviembre 21 del 2018 

 
Realidad sobre Pasta de Conchos 
Convocado ayer el sindicato minero encabezado por el senador Napoleón Gómez 
Urrutia a un evento denominado “Pasta de Conchos, tu digna lucha y la de tu 
sindicato”, pareciera ésta haberse olvidado que un mes antes de la explosión de la 
mina de carbón firmó un documento para permitir la contratación de 100 
trabajadores externos. Según ello, el convenio entre el Sindicato Nacional de 
Trabajadores Mineros, Metalúrgicos y Similares de la República Mexicana y Grupo 
México apuntaba a la realización de obras para conservación y mantenimiento de 
la fuente de trabajo. 
 
El documento fue avalado por el entonces subsecretario de Trabajo, Seguridad y 
Previsión Social, Emilio Gómez Vives, y dos funcionarios conciliares de la Secretaría 
del Trabajo; Alejandro Peguera Pérez y Fernando Reséndiz Guzmán. Ese mismo 
día, el Grupo México, propietario de la mina, vía Gabino Pérez González, director 
general y corporativo de Recursos Humanos, le envió una carta al Comité Ejecutivo 
del Sindicato, señalando que por el arreglo alcanzando con el Comité Local se le 
otorgaría a éste 190 mil pesos por gastos de previsión social.  En carta aparte se 
confirmaba un pago de 108 mil pesos por 1% de cuotas sindicales de los 
contratados. En una tercera, además, se planteaba un pago más de 100 mil pesos 
por el mismo concepto de gastos de previsión social. 
 
La modalidad con que se contrató a los 100 trabajadores fue “terceros” o 
“contratistas”, especificándose  que entre las tareas estaría la instalación de bandas 
generales, ampliación… El salario sería de 300 pesos diarios, asumiéndose que las 
labores se realizarían “con medios propios y bajo su absoluta responsabilidad”. De 
hecho, utilizaban transporte propio del contratista, y entraban por una puerta 
diferente a la de los sindicalizados. El convenio tenía un alcance de 12 meses. El 
sindicato pues, no sólo conocía sino avaló y se benefició de la subcontratación de 
personal desprotegido de mínimas prestaciones sociales. Como usted sabe, la 
explosión de hace 12 años le costó la vida a 65 trabajadores, entre ellos parte de 
los subcontratados. 
 
De acuerdo con el documento titulado El carbón Rojo de Coahuila. Aquí se termina 
el silencio, elaborado con apoyo de la Fundación Heinrich Böll México y Caribe, la 
tragedia no la originó, como se ha sostenido, una caprichosa acumulación de gases, 
sino un sistema de ventilación ineficiente por las precarias condiciones de seguridad 
y mantenimiento de la mina. El texto resalta que en la región carbonífera de 
Coahuila se han registrado 3 mil 103 muertos por explosiones a partir de 1900, sin 
que se haya penalizado a alguna empresa por malas condiciones de seguridad 
laboral. Grupo México descuidó la mina al ya no se rentable. 
 
El trabajo se realizó a lo largo de 12 años por la tenacidad de la Organización Familia 
Pasta de Conchos. Esta ha mantenido en pie la exigencia de que sean rescatados 
los 63 cuerpos que permanecen en los túneles, además de que sus familias reciban 



una justa reparación del daño. De acuerdo con el ex secretario del Trabajo, Javier 
Lozano Alarcón, la tarea de exhumación de los cuerpos era misión imposible por los 
gases y elementos que podrían derivar en una epidemia de tuberculosis. ¿La digna 
lucha de Gómez Urrutia? 
 
Insiste Caintra. Bajo el argumento de que mientras las exportaciones de acero de 
Estados Unidos a México se han mantenido estables, en tanto las nuestras a ese 
país han caído 30%, la Caintra de Monterrey está solicitando la intervención del 
Senado para presionar la exclusión del país del arancel global impuesto al producto. 
Como usted sabe, la Casa Blanca apeló a la seguridad del país para imponer la 
medida 132 que incluye al aluminio, a tasa de 15%. El arancel al acero es de 25%. 
La medida, a juicio del organismo, es contraria al espíritu de libre comercio y 
atentatoria contra la integracción de contenido regional. 
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Salud, rezago y corrupción 
En lo que pareciera una gira del adiós con ribetes de reivindicación, el presidente 
Enrique Peña Nieto presumía hace unos días haber cumplido cabalmente sus 
compromisos en materia de salud, proyectando cifras en materia de nuevos 
hospitales clínicas e infraestructura en general… que a juicio del gobierno entrante 
resultan insuficientes frente a las metas previstas. El diagnóstico es lapidario: el país 
cuenta con indicadores de salud que son preocupantes y con un acceso disímil, al 
sistema que se asocia con una extraordinaria y creciente desigualdad en las 
condiciones. 
 
La radiografía habla de un financiamiento público bajo, equivalente a 2.8% del 
Producto Interno Bruto, frente a 6% que recomiendan los organismos 
internacionales como la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos, y la Organización Mundial de la Salud. Peor aún, al raquítico 
presupuesto se agrega el mal uso de los recursos. De acuerdo con la Auditoría 
Superior de la Federación, 20.6% del presupuesto podría estar mal canalizado. 
 
“La corrupción y la falta de rendición de cuentas se anota en el Proyecto de Nación 
2018-2024, documento base para el Plan Nacional de Desarrollo, dificulta evaluar 
de forma independiente la consecución de las metas establecidas”. Y más: el desvío 
de recursos afecta gravemente la calidad y eficiencia de los servicios, generando 
largos tiempos de espera para recibir atención especializada, así como falta de 
medicamentos y otros insumos que deberían ser entregados gratuita y 
oportunamente. En el contexto, se mueren aún 38 mujeres por cada 100 mil 
nacimientos por causas relacionadas… 
 
En paralelo, se señala que las enfermedades crónicas no transmisibles constituyen 
80% de las principales causas de mortalidad, en un escenario en que el país viven 
6.2 millones de diabéticos que ante la mala atención enfrentan complicaciones 
graves como amputaciones y deficiencia renal. En el primer caso se dan 20 mil al 



año; en el segundo se llega a100 mil. México vive la paradoja de tener el mayor 
índice de sobrepeso y obesidad en niños de los países de la OCDE, y por otro lado 
persiste la desnutrición. El 7.25% de la población de cinco a 14 años padece 
desnutrición crónica en las zonas urbanas, porcentaje que se multiplica en las 
rurales.  
 
El texto insiste en la necesidad de modificar el esquema de cara al seguro popular, 
colocando como exposición de motivos que deja en un estado de desprotección a 
la población que no goza de seguridad social laboral y padece de enfermedades 
que no están en la cobertura. Y más: el uso de drogas ilegales se ha incrementado 
cuatro veces en el último año en jóvenes de 12 a 17 años; el tabaquismo y consumo 
de alcohol se incrementa en los jóvenes, particularmente las mujeres. Existen 400 
mil embarazos al año en menores de 18 años. 
 
Y aunque se cuenta con un amplio sistema de vacunación, sólo 32% de los niños 
reciben la prevención en tiempo y formal en tanto que 10% no recibió ninguna en el 
último año. El documento resalta la grave desigualdad geográfica en infraestructura 
de salud y de recursos humanos entre las entidades más prósperas y las más 
pobres como Oaxaca, Chiapas, Guerrero, y zonas del Estado de México y Veracruz. 
El país no alcanzado el indicador internacional mínimo de una cima por cada mil 
habitantes, para no hablar del déficit de enfermeras. México tiene dos por cada mil 
habitantes, en tanto que el promedio de la OCDE llega a ocho. ¿Promesas 
cumplidas? 
 
¿Fuera autónomos? Días después de hacerse pública la intención del nuevo 
gobierno de nombrarlo como relevo de Manuel Ramos Francia, quien deja el 
encargo de subgobernador del Banco de México en noviembre, el economista 
Jonathan Heath publicó un artículo en el que hacia duras críticas a las políticas que 
perfila el poder al relevo. Lo van a bajar del caballo, decía la rumorología. Lo cierto 
es que éste pintó su raya para dejar claro que llega por méritos, no por favoritismos. 
En el marco, se soltó la versión de que la futura secretaría de Energía, Rocía Nahle, 
le había pedido la renuncia al presidente de la Comisión Nacional de Hidrocarburos, 
Juan Carlos Zepeda, quien terminaba su encargo en mayo próximo, con la novedad 
de que será asesor de la funcionaria. En la ruta se habla también de que se hizo lo 
propio con el presidente de la Comisión Reguladora de Energía, Guillermo García 
Alcocer, a quien se designó por un periodo que se agota hasta 2023, lo que 
igualmente resultó falso. 
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Gobernar con el autoengaño 
Cuando lleguen los primeros efectos negativos de la turbulencia financiera que ha 
provocado el gobierno interno, por ejemplo, en un mayor presupuesto para el pago 
de la deuda pública, mayor inflación o menor crecimiento, será cuando buscarán 
culpables entre sus enemigos favoritos. No será por ignorancia, sino por mantener 
un discurso que, aunque saben falso, les resulta conveniente para mantener altos 



niveles de conflicto. No hay duda de que desde la cabeza hasta el último de los 
futuros funcionarios públicos o legisladores de este país tenían claro que, aunque 
no les gustara, mantener la construcción del aeropuerto en Texcoco era lo más 
conveniente.  
Pero el autoengaño se ha convertido en la manera de llevar las cosas. Y quizá, más 
que una obsesión enfermiza de mitomanía, son los dogmas los que llevan a dejar 
de lado la realidad, para defender argumentos falaces. 
 
El presidente electo Andrés Manuel López Obrador acaba de declarar algo que 
puede poner en contexto todo lo que ha ocurrido en estas últimas semanas. Aseguró 
que se perdonará toda la corrupción cometida antes del 1 de diciembre porque dice 
que no alcanzarían las cárceles para meter a tanto corrupto. Bajo esta premisa y si 
están tan convencidos de que la construcción del Nuevo Aeropuerto Internacional 
de México es un nido de malas prácticas, les resulta más fácil tirar a la basura un 
avance de casi 40% de una obra multimillonaria que limpiarla de una supuesta 
corrupción que no van a castigar. 
 
Este grave error provocó una reacción virulenta en los mercados, con la 
depreciación del peso frente al dólar como el daño más evidente ante la opinión 
pública, pero no el único. Subieron ya las tasas de interés y las acciones bursátiles 
muestran niveles que suelen anticipar una recesión. Pero el autoengaño alcanza 
también la disputa interna.  
 
Es público el pleito entre Ricardo Monreal y Yeidckol Polevnsky, y la dirigente de 
Morena encontró en la impresentable iniciativa de este senador de eliminar las 
comisiones bancarias un pretexto perfecto para explicar la turbulencia financiera y 
no la cancelación del aeropuerto. La idea es traspasar esa carga negativa que hoy 
les pesa tanto en la parte financiera a Monreal. Saben que es falso, pero lo van a 
repetir hasta el cansancio. 
 
Pero también esa propuesta de los senadores tiene una alta carga de mentiras que 
se quieren repetir hasta taladrarlo en la mente de sus seguidores. Saben de la 
necesidad de un sistema bancario sólido para impulsar el crecimiento que quieren, 
pero se autoengañan presentado a los banqueros como los enemigos del pueblo. Y 
cuando hablan de su propuesta legislativa para eliminar el cobro de comisiones 
bancarias, no dicen que la información en la que se basaron para semejante 
barbaridad es falsa. Y lo saben muy bien, pero se mentirán a ellos mismos para 
mantener una bandera que los posicione entre esa clientela política que ya quedó 
claro que es fácilmente manipulable. 
 
Cuando logren engendrar ese discurso y pretendan seguirse con el control de 
libertades y de precios en el sector bancario y otros sectores, y todo esto tenga 
consecuencias negativas en el crecimiento del país, voltearán a ver a esas mismas 
industrias para acusarlas de entorpecer deliberadamente la cuarta transformación. 
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